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DANIEL GARCÍA CIIÁvEZ

[.ima. I5 de octubrc de 2018

ASUNl'O

Recurso de agravio constitucional interpueslo por Daniel Carcia Chávez contra
la resolución de fojas ll1, de fecha l3 de junio de 2016, expedida por la euinta Sala
Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima que, confirmando la apelada, declaro
i¡nprocedente la demanda de autos.

DAMENTOS

cia emitida en el Expedientc 00987-20 I4-PA/TC, publicada en cl diario
El Peruano el 29 de agoslo de 2014, cste Tribunal esrableció. en el
nto 49, con carácter de precedente, que se cxpedir,t sentencia inle.locutoria

gatoria, dictada sin más trámite. cuando se prcsenle alguno de los siguientes
supueslos, que igualmenle están contenidos en el artículo ll del Regla¡¡ento
Normativo del Tribunal Constitucional:

a)

b)

c)

d)

Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cueslión de Derecho sontenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
L,a cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente igualcs.

2. En la sentencia rccaida en el Expediente 03 53 8-2013-PA/TC y en el auro cmilido
en e1 Expediente 01213-2011-PA/TC, publicados en cl potal web institr¡cional el g

y 19 de enero de 2015, respectivamenle, este Tribunal desestimó las demandas de
ampaao lras consfatar que había vencido el plazo previsto en el artículo 4,1 del
Código Procesal Constitucional para el cuestionamiento de una resolución judicial,
esto es, el plazo de lreinta (30) días luego de notificada la resolución que se
cuestiona o de treinta (30) días luego de notificada la resolución que ordena.'se
cumpla lo decidido". cuando sea necesaria su cxpedición.

En el presente caso, se pretende Ia nulidad de la Resolución 4. de lecha j de
novicmbre de 201 I (t l8), emirida por la Terccra Sala Civil de Ia Corte Superior de
Justicia de L,ima que, rcvocando la apclada y reformándola, dcclaró improcedente
los pcdidos lormulados en etapa de ejecución <Je scntencia sobre pago de
remuneraciones dejadas de pcrcibir. Dicha resolución, le fue notificada al
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RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de asravio constitL¡cional

I lllllllll lllll[]llrll[l

recurrente el 2 de dicicmbre de 201l, lal como se advierte del reporte visualizado
en la lecha en el sistcma de consulta de expedienles del Poder Judicial. No
obstante, la presentc demanda lue interpuesta el 25 de mayo de 2015, es decir
habiendo transcurrido en exceso el plazo Iegalmente previslo para la interposición
del amparo.

4. En consecuencia. y de lo expuesto en los fi¡ndamentos 2 y 3 supra, se verifica quc
el presente r€curso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista cn el
acápite d) del fundamento 49 de Ia sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y cn el inciso d) del al1ículo I I del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

EXP. N.' 04 840-2016-PA/rC
LIMA
D^NILL oARCiA cHÁvEZ

Por estos funda¡nentos, el Tribunal Constitucional, con Ia autoridad que le
confiere Ia Conslitución Política del Perúr, ), la par¡icipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por cl voto singular del
nlaaisk:rdo.Ferrero Cosr¿- -' Adéñiai,-Sé_iricfujr¡'él lundamento de voto del magistrado Espi¡rosá-Saldaña Barera.

Publíquese y notifiquese

ss.

ESPINOSA-SALDAÑA

MIRANDA CANALES
SARDÓN Dtr TAI]OADA
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T.UNDAMEN]'O D¡] VOTO DI,]L MAGIST'RADO ESPINOSA-SALDAÑA
I]ARRERA

Coincido con lo resuelto por mis colegas, pero considero que cabe, a partir de lo
resuelto, precisar algunas ideas sobre Io que debe considerarse como Lrn caso
sustancialmente igual, a propósito de las scntcncias intcrlocutorias cmitidas por cste
órgano colegiado en aplicación del prcccdcnfe Vásqucz Romero.

Considero importante señalar que la idcntilicació¡ de lo qüe supone un "caso
sustancialmcntc igual" cs un aspecto vilal no solo para Ia resolución de casos
concrctos, sino también como paula para la prediclibilidad de las decisiones
cmitides por este'l'ribunal. Y es que oonlar con una causal como esta, implica
una scrie de cargas tanto para los _iueces como para los justiciables. Así, las
partes deben presenlar sus argumentos atendiendo a la jurisprudencia del
Tribunal. de modo que sus alegatos permitan establecer claramente la discusión
iuslundamental planteada. Por parte de los _jueces, más bien irnplica un deber dc
guardar deaerencia a Ia Iinea .jurisprudenc ial irnperante para los diversos temas.

2. I-o señalado, lejos de apuntar a una petrificación de Ia jurisprudencia, busca más
bien que esta sea estable y salvaguardar así el principio dc igualdad cn la
impartición de justicia. Queda claro que el apartamiento dc determinada línee
jurisprudencial es posible, más ello debe realizarse, naturalmentc, dc forma
razonada y ¡¡otivada.

4. Por lo señalado, considero que como pauta general, cl reconocirnienlo de un
caso referente para el caso discutido, se sitúa principalme¡te en la ratio
decidendi de, mismo. pues es precisamentc la igualdad en el razonamienlo
jurídico 1o quc permile establecer la analogía que habilita al Tribunal a dotar al
caso discutido de la misma consecuencia aplicada al refcrcnle.

5. Sin pcrjuicio de esta paula o criterio general, creo que es posible idcnlillcar
algunos otros criterios que, sin llegar a la igualdad total, laculten a este Tribunal
a señalar que un caso es sustancialmente igual a uno anterior, Estos criterios, a

mi entender, debe darse en conjunto:

tsxP. N.' 04840,2016,P4/TC
LIMA
DANILL OARCiA CIIÁVLZ

lgualdad en los derechos invocados; cn ambos casos se debe demandar la
afeclación/amenaza de los mismos dercchos fündamenlales

3. ¡ircntc a lo dicho, se requiere entonces que los criterios para aplicar Ia causal d)
de la sentencia interlocutoria denegatoria, sean razonablcs. En cse scnlido, no
pueden ser cri¡erios demasiado amplios al punto que no haya concxidad enlre un
caso y otro que permita extrapolar sus consecuencias jurídicas; y, por cl
contrario, tanrpoco pueden ser criterios que limiten los casos de ra¡ fbrma quc no
pueda utilizarse Ia causal.
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debc lratarse de actos lesivos homologables
(por ejemplo, rcsoluciones judicialcs entrc sí. actos administrativos entre
si, actos de privados, etc.)

c. lgualdad en las razones invocadas para el rechazo; sea osta una de las
causales recogidas en el Código, si estamos hablando de improcedencia.
o, direcrarnente las razo¡es de londo para dcclarar infundada la demanda.

6. Por otro lado, y a mayor abundamicnto, podemos enconlrar, ya en un scnlido
negativo, que, en principio, no son relcvantes todos los clementos de un caso
para establecer Ia analogia. Entre ellos podemos ¡ombrar: las pcrsonas
involllcradas en el proceso, el tiempo, el lugar, el género y las cantidades. Son
estos elementos que! salvo circulstancias espcciales, no interesan para establecer
si estamos fiente a un caso sustancialmente igual,

7. En definitiva considcro que obscrvando criterios como los aquí dcscrilos, las
paftes pueden estimar si una dcmanda de amparo, hábeas corpus, hábeas data o
cumplimiento, le corresponde el rechazo mediante una sentencia interlocutoria
dcnegatoria, en base a Ia causal d). sobre casos sustancialmente iÍ¡uales_
I anrflr¡ablemenlc. cn lni opinión. e..r no ,e ha f,.oduciJú en e' pr"'en¡. ."'.u.

b. Igualdad en el ackr I

8. Y es que, como bien puede apreciarse, la ponencia señala que debe aplicarse la
causal d) del precedente Vásquez Romero, pues se alega que nos encontramos
fienle a un caso sustancialrlente igual a los resueltos en los Flxpedientes 015J8-
2013-PA/TC y 01213-2013-PA/IC, pues cn estos casos la razón dc la
improcedencia se cncontraría en que, tratándosc del cuestionamiento de una
resolución judicial, conforme a lo previsto en el arlículo ,44 del Código procesal

Constitucional, cl plazo para interponer la dcmanda de amparo vence a los 30
dias de not¡ficada la resolución que se cuestiona o a los 30 días de notiiicada la
resolución que ordena "se cumpla lo decidido", cuando corrcsponda expedir csta
resolLrción.

9. Sin embargo, resulla claro que no se ha cumplido con algunos de los requisilos
señalados en los párrafos 4 y 5 de este fundamenlo de voto para aplicar dicha
causal de improcedcncia. 

^sí, 
en el presente caso los derechos invocados han

sido cl derecho a la cosa.juzgada y debida motivación, mientras que en los casos
scñalados en el párrafo prccedente fueron invocados cl derecho al dcbido
proceso en su manillstación de debida motivación y a 1a propiedad. Adcmás, el
acto lesivo en la presente controversia se cncuentra ref¿rido a que se declaró
improccdente los pcdidos lonnulados por el demandante en la enpa de
ejecución de sentencia sobre pago de remuncraciones dejadas de percibir.
mientras que en los casos señalados cn el párrafb prccedente el acto lesjvo vicne
dado por la declaración de improcedencia de reoursos de casación.
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l0.Siendo así, y del análisis del caso de autos, tendremos que la respuesta, en
realidad, viene dada por el hecho de que el rccurso interpuesto no está referido a
una cuestión de Derecho de especial trasccndencia constitucional, toda vez que,
del análisis de autos, se advierte que la resolución que declaró improcedcnte
(Resolución 4, de [echa 3 de noviembre de 20ll) Ie lue notificada el 2 de
diciembre de 201 L En tal senlido, al haber promovido su amparo el 25 de mayo
de 2015 (f. 30), ha transcurrido cn cxceso el plazo establecido cn el a(ículo 44
del Código Procesal Constitucional, por lo que resulta cvidentemente
extemporáneo-

ll, En consecuencia, se veriñca que el prcse¡lle recurso de agravio ha incurrido en
la causal de rcchazo prevista en cl acápite b) del fundamento 49 de la sentencia
emitida en el Expediente 00987-20l,l-l,A/ l C y en el inciso h) del artículo 1 l del
Reglamento Normativo del Tribu¡al Conslitucional- Por csta ürón, corresponde
declarar, sin más trámite, improccdente el recurso de agravio conslitucional.

ESPINOSA-SAI,DAÑA BARRERA

s.

^lL 44<
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VOTO SINGULAR DEI, MAGISTRA.DO }-ERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Conslilución. y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colcga magistrado, cmito el presente voto singular, para cxpresar respetuosamenle

quc disiento del preccdente vinculante establecido e11 la Scntcncia 00987-2014 PA/TC.
SIINTENCIA IN IIII{LOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos quc a

continuación cxpongo:

I ilillllllll llltil llll
EXP. N." 048,10-2016-PA/|C
LIMA
DANIEI, GARCiA CHÁVEZ

Er, 'IRIBUNAL Co\sr¡'rucIoNAL coino coRT[ D[ REVISIóN o FAt,t-o Y No Dts

CASACIóN

I-a Conslilr¡ción dc 1979 creó el Tlibunal de Garantías Constituct)nales como

instancia dc casación y la Constitución de 1993 convirtió al T¡ibunal Constitttcional
cn instanci¿ de Íálio. La Constitución del 79, po¡ pimera vez en nuestra historia
constitucioial, dispuso la creación de un órgano ad,üoc, independiente dcl Poder

Judicial, con la tarea de garantizar la suprcmacia constitt¡cional y 1a vigcncia plena

de Ios derechos f'undamentales.

2. La t-cy l'und¿ünental dc 1979 estableció que el Tribunal de Garanlías

Colslitr¡cionalcs c¡a un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
e¡ lodo cl tcrritorio nacional pam conocer, en vía de cusación, de 1os habeLts cotpus

l amparos denegados por cl Poder Judicial, 1o que irnplicó que dicho Tribunal no
constiluia una instancia habililada para fallar en forma dcfinitiva sobre la causa. Ils
decir, no sc pronunciaba sobre los hechos invocados oomo amenaza o lesión a los

d,'r'ccho. rce.rn,-,iidos en la ( on.liluciór'.

3. En ese scntido, la [-ey 23385, Ley O¡g¿inica dcl Tribunal de Garanlias
Constitucionales, vigente e¡ ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, quc
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado cn forma e¡rada o ha incu¡rido cn gravcs vicios procesales en la
lramitación y resol¡.rción de la dcmanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

scñalar la deñciencia. devolverá los acluados a la Corle Suprema de Justicia de la
Ilepública (reetlvio) para que emita nuevo iállo siguiendo sus lineamicntos,
proccdimiento que, a lodas l!¡ces. dilataba en exceso los procesos constituciollalcs
mencionados.

,1. Lll modelo de tutcla ante amenazas y vulneración de derechos fue se¡iamente
modillcado cn la Constitución de 1993. En primcr lugar, se amplian los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber. habeas corpus, amparc, hubeds dola
y acción de cumplimiento. F)n segundo lugar, se crea al Tribr-rnal Constitucional
como órgano dc control de la corlstitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliilca erróneamente como "órga¡o de control dc la Consti¡ución". No obstante. en

rfffl
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mate a de proccsos constilucionales dc la libertad, la Constitución establece que el
'Iribunal Conslitucional es instancia de revisión o i¡llo.

5. Cabe scñalar que Ia Constitnción Poiítica del Perú, en su a¡ticulo 202, inciso 2,

prcscribe que correspondc al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
de/inilita inslanciat las resoluciones denegatorias díctadas en los procesos de

habcas corprs timparo, hdbeas dala ! acción de cumplimíenlo". Esta dispositión
constitucional, desde u11a posición dc franca tutela de los derechos fundamentales,
cxigc que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quicn se

estima amenazado o agráviado en un derecho f'undamental. Una lectura djvcrsa
conlravcndria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

delénsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y dcl Bstado (arlict¡lo 1), y "[a obserrancio del debido ptuceso y tutela

iur¡sdiccbnqL NitlgLtnd peftona puede ser desviada de l.t jur¡sd¡cc¡ón
predelerminada por la le),, ¡1¡ sometida a procedimienlo dislinlo de los ptefiamen¡e
esteblecidos, ni iuzgada pot órganos iurísdíccionales de excepción ni fot
comisío et especiales creados al efuclo cudlqltietd sea su denominación".
consagrada en elarticulo 139, inciso 3.

6. Como se advicrlc, a dilerencia de lo alue acontece en otros paises, en los cualcs el

acceso a la ílltima instancia collstitucional tiene lugar por la via del certiorctri
(Suprema Cofte de los Estados Unidos). cn el Pc¡ú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de intelpretación de la Constitución capaz de ingresar al lbndo
en los llamados procesos de la libe¡tad cuando el agraviado no haya oblenido una
proteccjón dc su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo quc
es1á en discusión es la supües1a amenaza o lesión de un dcrccho fundamental, se

dcbc abrir la via correspondienle para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
pcticionantc colaborar con Ios jueces oonstilucionales mediante un pormenorizado
arr"liiis dc lo que se prclcndc. Je lo que .e irrroca

7. Lo coistitucional es escuchar a la parte como coDcretización de su derccho
irrcnunciable a la dcfensa; además, un'l'ribunal Constitucional constituye el más
eléctivo medio de def'ensa de los derechos fundamentales frente a los pode¡es
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbihariedad.

Er- DIR[clro A slrR oíDo co]\ro rlIANIrrLs't ACtó\' D[ LA Dr]ilrocRA]rz^cróN Dr Los
I,RocESos CoNs' TtrctoNAt,ES Du t-a l,IB|RTAn

8. La administración dc justicia constitucional de la libcrtad que brinda el Tribr¡nal
Constitlrcional, desde su creación, es respetuosa. como coresponde, del derecho dc

W
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delensa inhcrcDtc a toda persona, cuya ¡nanifestación primaria es el derecho a se¡
oido oon todas las debidas garantias al interior de cualquier proccso cn el cual se

J(termrncr :Lr. dcrcchñs. intercsrs ¡ ublig.rciones.

9. Prccisamcnte, mi alejamiento respecto a la emisión dc una resolucióÍ conslitucional
sin rcalizarse audie¡cia de vista está relacionado con la det'ensa. Ia cual. só1o es

e1éc1iva cuando el justiciablc y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral. los argumentos pertinentes, concretándose el principio dc inmediacion que
debe regir en lodo proceso constitucional.

10. Sobre la i¡tervelción de las pafies, corespondc scñalar quc, cn tanto que la
polcsl¿rd dc adninislrar iustioia constiluye una manifestación del poder tlue el

Ilstado ostcDta sobrc las pcrsonas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

b¡inda con cstricto respcto de los derechos inherentes a todo ser humano. lo que

incluyc el derecho a ser oído con las debidas garanlias.

ll. Cabc añadir quc la participación dirccta dc las partcs, cn dcfcnsa dc sus intercscs,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contla o, se decidi¡ía sobre la eslera de interés de

una pcrsona sin pcrmitirlc alcgar lo correspondicnte a su favor, lo que resultaría
excluyenle y anlidemocrálico. Además, el T bunal Constitucional tiene el debcr
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumenlos qüe justifican sus decisiones, porque el Tribunal Conslitucional se

legitirna no por ser u¡ tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, po¡
cxpresar de modo suficiente las ¡azones de de¡echo y dc hecho relevantes en cada
caso que rcsuelvc.

12. En ese senlido. la Corte Interamericana dc Dcrcchos Ilumanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al EstLtdo o fratar al indiyiduo en todo moñento coüo
ttn verdudero 

'lielo 
del proceso, en cl mi: "tmpli,, sentido de e-\te concepto, y t1o

simplemente coño ob¡eto del misma" . y que "pdr.t que rx¡-\tu JchiJ,, proceso legal
¿s prec¡so que un justic¡able pueda hacer vuler sus derechos y delbnder :;us
i lereses cn .fótmo ef¿clitd y en cofid¡c¡ones de igualdud pro.er^al con otros
j -tficiables'2 -

I Corle IDH. Caso Barrelo I-eiva vs. Venezucla. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párralb 29.

']Coñe IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidacl y Tobago,
scntc¡cia del 2l de junio de 2002, párafo 146.

I t1ilililililtil I ]t
[xP. N." 04840,2016 PA/TC
I-]MA
DANIIL GARCiA CHÁVT]Z
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13. El modclo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

dcsvirluado por el Tribunal Constitucional si no es con gravc violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete sllpremo, pcro no su.ef'ormador, toda
vez que como órgano constituido también está somctido a la Constitución.

1,1. Cuando se aplica a un proceso oonstitucional dc Ia libertad la denominada
"sentcncia inlerlocuto a", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierdc su

verdadcra esencia jurídica. ya que el l'ribunal Conslitucional no tiene compctencia
para "rcvisar" nimucho menos "recalifica" cl recurso de agravio constitucional.

15. Dc conlbn¡idad con los afículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el

Tribunal Constitlrcio¡al no "coÍcede" el recu¡so. Esta es una competencia de Ia
Sala Supcrior del Poder Jr¡dicial. A1 Tribunal lo que 1e corresponde es conocer del
I{AC ),prom¡nciarsc sobrc el lbndo. Por ende, no le ha sido dada la competcncia de

rechazar dicho recurso. sino por el cont¡a o de "conocer" Io que la pafe alega
.nmu un agr.rvio qrrc le cau.a indelcnsion.

16. Por otlo lado, la "scntcncja interlocutoria" eslablece como supuestos pam su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

rcqr¡ierc sc¡ aclarado, justificado y concrelado e¡ supuestos específicos, a saber,

idcntiticar cn qué casos se aplica a. No hacerlo. r'ro deñnirlo, ni justificarlo,
convielte el empleo de la prccitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afcctar. enlre otros. el derecho lündamental de defensa, en sü manifestación de scr
oido con las debidas garantías. pues ello daría lugar a dccisioncs subjctivas y
carcntcs de prcdictibilidad, afectando nolablemente a los jusliciables, quienes
tcndrÍar, que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitr¡cional antes de presentar su

respecliva deüanda.

l7- Por lo demás. muldlis mLttandi,'- el precedente vinculante contenido en la Sentencir
00987-201,1-PA/TC repite lo seña1ado por el Tribunal Conslitucional en ohos
l'allos. como cn el caso Luis Sár'rchez l-agomarcino Iiamírez (Scntcncia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo lnodo, constituye una reafiüración de la natu¡aieza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía pre\ia,
vías paralclas, litispendencia, invocación dcl dcrccl,o constitucionai líquido y
cicrlo. etc.).

18. Sin cn:rbargo, cl hecho de clue los procesos constitucionalcs dc la libcrtad scan de
una [aturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
rnotivo para quc sc pucda dcsviftuar la esencia principal del recurso de agrario
constitucional.

I ililil1]iil ilil L ilt
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19. I)or tanto, si se tiene en cuenta quc la justicia en sede constitucional representa 1a

última posibilidad para protcgcr y reparar los derechos iindamentales de 1os

agraviados, voto a favor de que cn el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el 'fribunal Constitt¡cional, cn tanto instancia última y
definitiva. sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas cn sus

derechos esencialcs cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
cspccialmenle si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al jusliciable
solo lc queda cl carnino de 1a jurisdicción inte¡nacional de protección de derechos
humanos.

20. Cooro afirmó Raúl Ferrero Rebagliati. "la del'ensa del derecho de uno cs, al mismo
tiempo, una delensa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
enlraña el acceso a la prcstación jurisdiccional, cada cual al delénder su de¡echo
cstá dcfcndicndo el dc los demás y el de la comunidad que resülta oprimida o
en! ilecida sin la prolccción iudicial auténtica".
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